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En el presente informe jurídico se analiza un proceso penal por la comisión del 

Delito Contra el Patrimonio en la modalidad de Robo Agravado, tipificado en los 

artículos 188 y 189, primer párrafo, numeral 4 del Código Penal debido al hecho 

denunciado por K.D.M.N quien fue víctima del delito en mención por los 

ciudadanos J.P.B.G y J.D.C.B; tras la investigación preliminar y la instrucción; se 

obtuvieron elementos de convicción suficientes; para que, se formulara dictamen 

acusatorio en el presente caso. 

 

Emitido el auto de enjuiciamiento e iniciado el juicio contra J.D.C.B  y J.P.B.G.; 

el primero, se sometió al procedimiento de conclusión anticipada del juicio; 

emitiéndose así la sentencia de fecha 17 de septiembre del 2018 que lo condena 

en calidad de coautor por la comisión del delito de Robo Agravado, y le impone 

8 años de pena privativa de la libertad y mil soles por concepto de reparación 

civil; luego, se continuó el juicio contra J.P.B.G. y culminado el mismo; la Sala 

Penal Transitoria de la Corte Superior de Justicia de Lima Sur emitió la Sentencia 

de fecha 15 de noviembre de 2018 mediante la cual lo condena en calidad de 

coautor por la comisión del delito de Robo Agravado, le impone 9 años de pena 

privativa de la libertad y mil soles por concepto reparación civil. 

 

Posteriormente, ambos sentenciados interpusieron recurso de nulidad; siendo 

J.D.C.B. quien cuestiona la falta de control de la legalidad en la calificación 

jurídico penal en relación a los hechos punibles y J.P.B.G cuestiona la 

proporcionalidad de la pena sobre la responsabilidad penal. 

 

Lo que conllevó a que finalmente, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 

de Justicia de la República declaró no haber nulidad en cuanto a J.D.C.B. por la 

petición formulada respecto de la falta de control de legalidad de la calificación 

jurídica y haber nulidad respecto de la pena impuesta reformando la decisión e 

imponiéndole 6 años de pena privativa de la libertad; así como, declaró no haber 

nulidad en cuanto a J.P.B.G manteniendo los nueve años de pena privativa de 

libertad. 
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I. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO.  

 

I.I. Hechos denunciados por la agraviada K.D.M.N. 

 

Los hechos que generan el proceso penal se desprenden de la 

declaración brindada por la víctima K.D.M.N. a nivel policial con fecha 17 

de febrero de 2015, los mismos que son recogidos en el atestado policial 

de fecha 18 de febrero del mismo año; afirmando la siguiente narrativa:  

 

El día 17 de febrero del 2015 a horas 17:30 aproximadamente en 

circunstancias que la agraviada estaba parada frente a su tienda de venta 

de cervezas ubicado en el distrito de San Juan de Miraflores, sostuvo 

haber recibido una llamada de un cliente, es por ello que se encontraba 

con el teléfono en la mano izquierda, momento en el cual un sujeto 

desconocido le quiso arrebatar su celular y al poner resistencia, el sujeto 

de 19 años, mestizo, con corte de cabello militar le propinó un golpe de 

puño en la boca seguido de un rodillazo en el vientre, que por el dolor 

soltó el celular y el sujeto quien la golpeó se llevó dicho objeto, dándose 

a la fuga; es así que a media cuadra lo esperaba un auto de color gris 

que era manejado por su cómplice, y se fueron del lugar a toda velocidad; 

es en ese momento que pasaba una patrulla policial, pidió ayuda y 

empezó a perseguir al vehículo, al cabo de unas 10 a 12 cuadras logró 

ver el auto gris en el cual huyeron los sujetos que le habían robado el 

celular, los policías del patrullero hicieron la voz de alto, pero el chofer en 

vez de detenerse fue a más velocidad, luego de ello, la policía les cerró 

el pase y al verse atrapados, uno de los policías baja a intervenirlos, la 

victima logró reconocer al que le había golpeado y despojado de su 

celular, encontrado en su poder el celular de la antes mencionada 

prosiguiendo a llevar a los sujetos a la comisaría. 

 

I.II. Hechos que sostiene el Ministerio Público. 
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Los hechos que sostiene el ministerio público como objeto de imputación 

penal se debe recoger de la Formulación de Denuncia Penal la misma 

que fue emitida el 18 de febrero de 2015 por la Tercera Fiscalía Provincial 

Penal de Villa María del Triunfo del Distrito Fiscal de Lima Sur; así como 

del Dictamen Fiscal de fecha 23 de febrero de 2018 formulado por la 

Fiscalía Superior Penal Permanente de Lima Sur, las cuales coinciden en 

el siguiente presupuesto fáctico: 

 

El día 17 de febrero de 2015, a las 17:30 horas, la agraviada K.D.M.N. se 

encontraba parada en el frontis de su establecimiento comercial ubicado 

en el distrito de San Juan de Miraflores, circunstancias en que contestó 

una llamada de su teléfono celular, cuando fue interceptada por el 

procesado J.D.C.B, quien pretendió arrebatar el referido celular que ella 

tenía en su mano izquierda, por lo que la víctima opuso resistencia, ante 

lo cual J.D.C.B le propinó un golpe de puño en la boca y uno rodilla en el 

vientre, ocasionando que la agraviada, como resultado del dolor, soltara 

su pertenencia, el cual fue tomado por el procesado J.D.C.B, quien se 

dirigió corriendo hacia un automóvil, que lo esperaba a media cuadra del 

lugar de los hechos, el cual era conducido por el procesado J.P.B.G; 

percatándose la víctima que por el lugar pasaba un patrullero policial, al 

cual le solicitó apoyo, procediendo a seguir al vehículo en que se fugaban 

los imputados, ubicándolos en la avenida Pedro Miotta, en el mismo 

distrito, haciendo caso omiso a las reiteradas órdenes para que se 

detuvieran, por lo que el patrullero tuvo que cerrar el paso al vehículo, 

procediendo a intervenir a los que abordaban el mencionado vehículo, 

encontrando al imputado J.D.C.B en poder del celular de la agraviada. 

 

I.III. Hechos que sostiene el sentenciado J.P.B.G. 

 

Determinar los hechos que sostiene J.P.B.G. va a depender de la 

manifestación dada a nivel policial el 18 de febrero de 2015; asimismo, es 

necesario revisar la declaración realizada en la fase de instrucción 

celebrada el día 07 de septiembre del mismo año; siendo así que ambas 
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coinciden, lo que permite tener una versión unificada del presupuesto 

fáctico que afirma. 

 

J.P.B.G. manifestó que el día de los hechos se encontraba a bordo de su 

vehículo por la avenida Pedro Miotta, iba con dirección a cobrarle a un 

cliente y como no estaba, se puso a realizar el servicio de taxi; servicio 

que afirma solía realizar en las tardes y/o en las noches. 

El día 17 de febrero de 2015 el señor J.D.C.B. tomó el servicio de taxi por 

el monto de 10 soles desde la avenida Pedro Miotta hasta Pamplona Alta 

y unas cuadras más adelante un patrullero lo detiene, pero el semáforo 

se encontraba en luz verde, siguiendo la marcha con el vehículo, 

cruzando la avenida y estacionándose en la tienda metro; frente a ello, 

afirma que el patrullero lo cerró; luego, bajó un efectivo policial y la 

agraviada indica que el sujeto que se había subido a su vehículo era quien 

le había arrebatado el celular, lo que generó que los lleven a la comisaría 

para esclarecer los hechos. 

Manifestó también que el vehículo era de él, era herencia de su abuelo y 

que, al momento de los hechos, trabajaba para una empresa de su padre 

que recién iniciaba, tenía la labor de realizar la cobranza de los clientes; 

no estuvo en planilla, pero recibía un sueldo y ayudaba en las actividades 

de la empresa. 

 

I.IV. Hechos que sostiene J.D.C.B. 

 

Los hechos que sostiene J.D.C.B. se recogen de la manifestación que 

brindó en sede policial el 17 de febrero de 2015; sin embargo, de manera 

posterior al someterse al procedimiento de conformidad de la acusación 

rindió una declaración que variaba en su totalidad de la versión 

primigenia; por tanto, es necesario tener en cuenta ambas deposiciones. 

 

• HECHOS QUE SOSTUVO EN LA MANIFESTACIÓN POLICIAL DE 
FECHA 17 DE FEBRERO DE 2015. 
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J.D.C.B. manifiesta que se encontraba caminando por una avenida del 

distrito de San Juan de Miraflores cuando observó a la agraviada 

hablando por su teléfono celular y como estaba de espaldas se acercó y 

al coger el celular forcejearon porque la agraviada no soltaba el celular, 

como usó la fuerza logró arrancharle el celular de la mano; al seguirlo la 

agraviada; decidió abordar un vehículo que pasaba por el lugar, lo detuvo 

y solicitó un servicio de taxi a Pamplona Alta, abordando el vehículo, el 

mismo que minutos después por la avenida Pedro Miotta y al dar la vuelta 

por la avenida Vargas Machuca observo que lo seguía una patrulla que 

vino de manera violenta, anunciando que se detuviera el vehículo, lo que 

motivó que no se prosiga con la ruta, llevándose así a cabo la intervención 

policial en la cual hallaron en el poder de J.D.C.B. el celular sustraído, 

trasladando a ambos a la comisaría.  

También, en esta declaración sostiene que la idea de robar el celular fue 

de él y que J.P.B.G. no sabía nada y que al momento de la intervención 

se quedó sorprendido. 

 

• HECHOS QUE SOSTUVO EN LA MANIFESTACIÓN REALIZADA 
EN LA SEGUNDA SESIÓN DE JUICIO DE FECHA 17 DE 
SEPTIEMBRE DE 2018 CON LA FINALIDAD DE SOMETERSE AL 
PROCEDIMIENTO DE CONCLUSIÓN ANTICIPADA DEL JUICIO. 

 

El día 17 de febrero de 2015 J.D.C.B. se encontró de manera imprevista; 

esto es, de casualidad con J.P.B.G. quien es su vecino, pues vive a 3 

cuadras de su casa; en ese momento se concertó con él para efectuar un 

robo donde la labor de J.P.B.G. era esperarlo en su vehículo, es en ese 

momento donde J.D.C.B. sustrajo el celular de la mano de la agraviada 

cuando ella se encontraba conversando a través del objeto en mención, 

logrando quitárselo, posteriormente corre hacia el vehículo de su 

coprocesado quien lo esperaba para poder huir juntos del lugar. 

Luego de ello, la policía lo interviene y le hallan el teléfono celular de la 

agraviada. 
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I.V. Hechos establecidos a nivel judicial. 

 

Establecer cuál es el hecho que finalmente reconoce el Poder Judicial 

implica revisar la decisión final; esto es, la decisión asumida en última 

instancia, la que termina por establecer a través de la verdad legal cuales 

fueron los hechos materia de procesamiento y eventual condena; pues 

ello, se recoge del Recurso de Nulidad N.º 135-2019 Lima Sur emitido por 

la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República 

el 01 de julio de 2019, manifestando lo siguiente:  

  

El 17 de febrero de 2015, aproximadamente a las 17:30 horas, cuando la 

agraviada estaba parada en el frontis de su establecimiento comercial, 

contestó una llamada, momento en que hizo su aparición el acusado 

J.D.C.B., quien sujetó el teléfono celular y, ante la resistencia de la 

víctima, le propinó un golpe de puño en la boca y otro con la rodilla en el 

vientre, propiciando que suelte su teléfono, el cual fue recogido por el 

atacante quien se dirigió a un automóvil que lo esperaba a media cuadra, 

el cual era conducido por J.P.B.G. 

La víctima se percató de la presencia de un patrullero, el que siguió al 

vehículo; sin embargo, este omitió las órdenes para que se detuviera, 

logrando interceptarlo a la cuadra cuatro de la avenida Pedro Miotta del 

mismo distrito; encontrándose en poder de J.D.C.B. el teléfono que 

pertenecía a la agraviada.  
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE.  

 

De la revisión de los hechos y el expediente en íntegro; sostengo e 

identifico 3 problemáticas principales: 

 

A. ¿Es posible condenar sin desarrollar la aplicación del principio 
de imputación recíproca para la determinación de la coautoría? 

B. ¿Existe correcto análisis probatorio para determinar grado de 
certeza en la coautoría de J.P.B.G.? 

C. ¿Los jueces de primera y segunda instancia realizaron análisis 
de proporcionalidad para la determinación de la pena a imponer? 
 

Estas problemáticas las desarrollaré a continuación de manera dogmática 

– jurisprudencial para verificar la exigencia de cada uno de los temas 

propuestos para posteriormente en el capítulo III poder establecer en el 

caso en concreto la identificación de los problemas alegados. 

 

II.I. La aplicación del principio de imputación recíproca para 

determinar la coautoría. 

 

Para desarrollar la aplicación del principio de imputación recíproca es 

necesario recordar preliminarmente en que consistente los títulos de 

imputación en el derecho penal. 

 

Es claro que, la comisión de un delito se puede realizar de manera 

individual o colectiva; eso conllevaría a que hay la posibilidad de que en 

un mismo hecho participen una o más personas; de ahí parte lo que hoy 

en día se ha denominado como títulos de imputación para verificar el 

grado de responsabilidad penal de los sujetos intervinientes.  

 

Cabe señalar que la redacción de los delitos regulados en el Código 

Penal, se hace referencia a los agentes que suelen actuar 

individualmente; empero, surgen casos en el cual intervienen dos o más 

personas, es ahí el eje central del tema. 
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El Código Penal en el Titulo II, Capítulo IV regula la autoría y la 

participación, en específico el artículo 23 al artículo 27. 

Asimismo, la doctrina y la jurisprudencia ha podido determinar que existen 

dos formas de intervención, denominadas: autoría y participación. 

 

Un ejemplo de ello es cuando la Corte Suprema en la Casación N.º 397-

2011 Lambayeque de fecha 15 de julio de 2013 respecto al título de 

imputación sostuvo lo siguiente: 

 

“La descripción de un hecho típico está pensada 
originalmente en la comisión unitaria de ese suceso, es decir, 
se construye en torno a la realización individual del hecho 
delictivo. No obstante, la realidad demuestra que un delito no 
solo puede ser obra de una persona, sino que puede ser 
atribuido a un colectivo de intervinientes. Nuestro Código 
Penal distingue dos formas de intervención: la autoría y la 
participación. En torno a la primera cabe la figura de la 
autoría directa, mediata, la coautoría y la inducción. En 
torno a la segunda solo caben la complicidad primaria y la 
complicidad secundaria”1 

 
 
Como se ha mencionado, la Corte Suprema hace referencia al título de 

imputación en sus dos formas: la autoría y la participación; la primera 

reconoce figuras cómo la autoría directa, mediata, la coautoría y la 

inducción; en cuanto al segundo, reconoce las modalidades de 

complicidad primaria y secundaria. 

 

En esta ocasión, el tema en desarrollo se basará en extremo de la 

coautoría y el principio de imputación recíproca; el mismo que para ser 

entendido es necesario comprender las exigencias de esta institución 

para luego analizar el principio que invocamos. 

 

A. La coautoría. 

 
1 Corte Suprema de Justicia de la República, Sala Penal Permanente, Casación N.º 367-2011 Lima de fecha 
15 de julio de 2013, fundamento III.1. 
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El profesor VILLAVICENCIO TERREROS sostiene que la coautoría es 

una forma de autoría, esto con la particularidad de que el dominio del 

hecho es común a varias personas2. En tal sentido, podemos decir que 

los coautores son los que toman parte en la ejecución del delito, es decir, 

tienen el dominio funcional del hecho. 

 

Tal como afirma WELZEL, solamente aquel que, mediante una 

conducción consciente del fin de acontecer causal en dirección al 

resultado típico, es señor sobre la realización del tipo3.  

 

En cuanto al párrafo precedente la Corte Suprema en el Recurso de 

Nulidad N.º 1374-2003 Lima de fecha 1 de septiembre del 2003 ha 

indicado:  

 

“que conforme a los hechos establecidos en el proceso, se 
advierte que tanto el encausado VM y el coencausado LP, han 
intervenido conjuntamente desempeñando cada uno un rol 
para perpetrar el delito, lo que determina que la condición de 
éstos, es la prevista en el artículo veintitrés del Código Penal, 
en virtud al principio de reparto funcional de roles, por el cual 
las distintas contribuciones deben considerarse como un todo 
y el resultado total debe atribuirse a cada coautor, 
independientemente de la entidad material de su intervención 
y no en calidad de cómplice”4 

 

Según la doctrina penal, para la coautoría se requiere de dos requisitos 

especiales: a) la decisión común y b) realización en común, 

desarrollándose de la siguiente manera:  

 

La decisión común como requisito de coautoría, es el concierto de 

voluntades que permite que el ser humano en el proceso de ejecución 

 
2 VILLAVICENCIO, FELIPE. Derecho Penal Parte General, Primera Edición, Editora Jurídica Grijley, 
Lima 2006, pág. 481. 
3 WELZEL, HANS. Derecho Penal Alemán, trad. de la Sexta Edición, Depalma, Buenos Aires 1976, pág. 
145. 
4 Corte Suprema de Justicia de la República, Recurso de Nulidad N.º 1374-2003 Lima de fecha 01 de 
septiembre de 2003. 
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realice un reparto de funciones, el dominio conjunto del hecho es una 

inferencia del acuerdo mutuo, para la distinción entre autor y cómplice se 

fundamenta en la división de tareas acordadas, estas deben realizarse sin 

subordinación alguna, en efecto, si existe coautoría la subordinación es 

nula. 

Cabe señalar que el mutuo acuerdo transforma a las aportaciones de las 

partes en un plan global que origina el principio de imputación recíproca, 

lo cual será el tema que se verá en el desarrollo del presente.   

 

La realización en común como requisito de coautoría es donde el sujeto 

tiene que realizar un aporte objetivo al hecho, este aporte objetivo se 

encuentra en una interdependencia funcional al principio de división del 

trabajo5.  

 

La jurisprudencia peruana a través de nuestra Suprema Corte en el 

Recurso de Nulidad N.º 170-2010 Amazonas de fecha 19 de julio de 2010 

mencionó las tres características fundamentales de la coautoría, lo cual 

se verifica en el fundamento destacado sexto:  

 

“Debido a lo cual no cabe más que concluir que los 
protagonistas respondieron a roles específicos expresados en 
la realización de un plan común correspondiéndoles a todos 
el dominio funcional de los hechos; que, siendo así, todos 
deben responder a título de coautores, pues en su 
comportamiento medió (i) una decisión común orientada al 
logro exitoso del resultado, (ii) un aporte esencial realizado 
por cada agente, así como (iii)  tomaron parte en la fase de 
ejecución desplegando un dominio parcial del acontecer, 
por lo que lo sucedido en su perpetración, respecto de la 
conducta de uno de los coautores, le es imputable a todos.”6 

 

Es así como tanto la doctrina como la jurisprudencia han resaltado 

evidentemente las características fundamentales de la coautoría, siendo 

 

5
 VILLAVICENCIO, FELIPE. Derecho Penal Parte General, Primera Edición, Sexta Reimpresión, Editora 

Jurídica Grijley, Lima 2017 pág. 485. 
6 Corte Suprema de Justicia de la República, Sala Penal Permanente, Recurso de Nulidad N.º 170-2010, 
Amazonas de fecha 19 de julio de 2010, fundamento jurídico sexto. 
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por la doctrina dos: la decisión y la realización común mientras que la 

jurisprudencia señala tres: decisión común, aporte esencial y ser parte en 

la fase de ejecución. 

 

B. El Principio De Imputación Recíproca. 

 

El principio de imputación recíproca tiene su base en que todo lo que haga 

cada uno de los coautores es imputable a los demás. Sólo así puede 

considerarse a cada autor como autor de la totalidad, contrastándose un 

“mutuo acuerdo” que convierte en partes de un plan global unitario, las 

distintas contribuciones.7 

 

En esa misma línea, la Corte Suprema en el Recurso de Nulidad N.º 2515-

2016 Junín, reafirma lo señalado la Casación N.º 55-2009 La Libertad, 

que sostiene por Principio de Imputación Recíproca lo siguiente:  

 

11.Es así que, el título de participación de coautoría, 
desde su aspecto objetivo exige que exista co-dominio 
del hecho y desde el aspecto subjetivo, hay una decisión 
conjunta que no permita descomponer el cuadro fáctico, 
a fin de realizar atribuciones delictivas autónomas y 
separadas de cada agente que participó en el delito. Rige, en 
lo particular, el PRINCIPIO DE IMPUTACIÓN RECÍPROCA 
“todo lo que haga cada uno de los coautores es imputable 
(es extensible) a todos los demás”. Solo así puede 
considerarse a cada autor como autor de la totalidad, 
contrastándose un “mutuo acuerdo”, que convierte en partes 
de un plan global unitario, las distintas contribuciones”8 

 

Asimismo, este concepto se evidencia otra vez reiterado en el Recurso de 

Nulidad N.º 1446-2019 Lima en donde señala: 

 

“Solo así puede considerarse a cada autor como autor de la 
totalidad, contrastándose un “mutuo acuerdo”, que convierte 

 
7 MIR PUIG, SANTIAGO. Derecho Penal. Parte General, Novena Edición, Editorial BdeF, Buenos Aires 
2011, pág. 401. 
8 Corte Suprema de Justicia de la República, Sala Penal Transitoria, Recurso de Nulidad N.º 2515-2016 
Junín, de fecha 19 de agosto del 2019, fundamento jurídico 11. 
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en partes de un plan global unitario, las distintas 
contribuciones. De las declaraciones de los acusados se 
aprecia que, la decisión de cometer el ilícito penal fue de 
mutuo acuerdo.”9 
 

Como se ha verificado en el desarrollo del presente, la coautoría se da en 

el caso cuando dos personas o más tienen el dominio del hecho, además 

se caracteriza por la decisión y la ejecución en común, evidenciándose de 

esta manera el principio de imputación recíproca, en donde es necesario 

que las acciones de los coautores son extendidas a todos. 

Sin embargo, para que puedan determinar tal cualidad, es importante que 

se contraste un mutuo acuerdo y con ello el plan único global que les 

permita ejecutar el acto delictivo.  

 

II.II. El correcto análisis probatorio para determinar en grado de 

certeza la coautoría en el caso de J.P.B.G. 

 

Es necesario precisar que para realizar un correcto análisis probatorio 

resulta importante enervar la presunción de inocencia. 

Este principio cuenta con tres manifestaciones10; principio informador del 

proceso penal; regla de tratamiento del imputado y como regla de ámbito 

de prueba. 

 

En este sentido, como regla en el ámbito de la prueba, tenemos pues que 

consta de tres requisitos: Existencia de Actividad Probatoria, Prueba de 

cargo suministrada por la acusación, Prueba obtenida y actuada con las 

garantías procesales.11 

 

La debida operación probatoria exige en su contenido lo siguiente:12 

 
9 Corte Suprema de Justicia de la República, Sala Penal Permanente, Recurso de Nulidad N.º 1446-2019 
Lima, de fecha 27 de enero del 2020, fundamento jurídico 11. 
10 SAN MARTIN CASTRO, CÉSAR. Derecho Procesal Penal – Lecciones, INPECCP, CENALES, Lima 
2015, pág. 116. 
11 SAN MARTIN CASTRO, CÉSAR. Derecho Procesal Penal – Lecciones, INPECCP, CENALES, Lima 
2015, pág. 116. 
12 SAN MARTIN CASTRO, CÉSAR. Derecho Procesal Penal, Volumen II, 2° edición, GRIJLEY, Lima, 
2003, págs. 895 y 896. 



17 
 

 

El principio de verdad Procesal se refiere a que la función probatoria 

tiene por objeto que el juez llegue a conocer la verdad de la imputación 

criminal dirigida contra el acusado.13 

 

El principio de Libre Valoración implica un juicio racional y lógico de los 

jueces en el que se tiene que comprobar si la prueba de cargo quebró o 

no la presunción de inocencia14,  posee dos características,  

 

a. La libertad probatoria del juez para comprobar la imputación criminal.15 
b. La conclusión de la operación probatoria debe ser consecuencia del 
“fruto racional de las pruebas”; la libertad de apreciación del juez tiene un 
límite infranqueable en el respeto a las “normas que gobiernan la 
corrección del pensamiento humano”.16 
 

En el presente contexto, la Corte Suprema a través del Recurso de 

Nulidad N.º 515-2016 Lima sostiene como Presunción de Inocencia: 

 

“Aunado a la verificación de la concurrencia del delito 
adicional y necesariamente debe probarse la responsabilidad 
penal del imputado, ello implica acreditar la existencia del 
hecho delictivo y la vinculación del imputado utilizando 
para ello pruebas suficientes que logren superar la 
garantía constitucional de presunción de inocencia. (…) 
si contra ella obra prueba insuficiente o incompleta no es 
procedente condenarla sino absolverla (…)”17 

 

El principio de la solución de la incertidumbre consiste en la exigencia que 

la culpabilidad del acusado solamente pueda ser considerada probada si, 

además de existir prueba de cargo practicada con todas las garantías, su 

 
13 SAN MARTIN CASTRO, CÉSAR. Derecho Procesal Penal, Volumen II, 2° edición, GRIJLEY, Lima, 
2003, pág. 895. 
14 SAN MARTIN CASTRO, CÉSAR. Derecho Procesal Penal, Volumen II, 2° edición, GRIJLEY, Lima, 
2003, págs. 899,900. 
15 SANCHEZ VELARDE, PABLO, Manual de Derecho Procesal Penal, IDEMSA, Lima 2004, págs. 713 
a 715. 
16 SANCHEZ VELARDE, PABLO, Manual de Derecho Procesal Penal, IDEMSA, Lima 2004, págs.713 a 
715. 
17 Corte Suprema de la República, Sala Penal Permanente, Recurso de Nulidad N.º 515-2016 de fecha 11 
de enero de 2017, fundamento jurídico 4.1. 
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valoración permita alcanzar certeza de la realización del delito y la 

responsabilidad penal del acusado.18 19 

 

A. La Prueba indiciaria 

  

La prueba indiciaria se encuentra regulada en el Libro II, Sección II, Título 

I, artículo 158, como regla de valoración. 

 

Asimismo, la prueba por indicios cuenta con una estructura que se divide 

en tres elementos, los cuales son hecho indiciario; inferencia lógica (viene 

a ser el nexo entre ambos hechos) y hecho indicado. 

 

El hecho indiciario es un indicador de la producción de hechos que 

revisten de un alcance delictivo, dado que constituye una plataforma inicial 

para la investigación criminal, en tal sentido, el indicio puede tratarse de 

todo dato fáctico que contenga la capacidad de expresar información 

sobre otro hecho penalmente relevante.  

  

La inferencia lógica es el análisis que se realiza de un hecho conocido a 

partir del cual se infiere la existencia o inexistencia de otro hecho 

inicialmente desconocido, de tal manera que la inferencia es la conexión 

racional entre el hecho indiciario y el hecho indicado.  

 

El hecho indicado es aquel hecho desconocido que se pretende probar, 

ya que es la base fáctica que ayudará a acreditar los distintos elementos 

del tipo.  

 

En la ejecutoria de fecha 21 de febrero del 2017, la Sala Penal Transitoria 

de la Corte Suprema, Considerando 10, ha establecido que para la 

 
18 SAN MARTIN CASTRO, CÉSAR. Derecho Procesal Penal, Volumen II, 2° edición, GRIJLEY, Lima, 
2003, pág. 906. 
19 SANCHEZ VELARDE, PABLO, Manual de Derecho Procesal Penal, IDEMSA, Lima 2004, págs.720 a 
722. 
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utilización de prueba indiciaria en el proceso penal se debe cumplir con 

determinados requisitos20, dentro de los cuales se encuentran: Que los 

hechos base estén debidamente probados, que los indicios sean 

graves, que los indicios sean plurales, que los indicios sean convergentes 

entre sí, que la regla de inferencia responda cabalmente a la ciencia, 

lógica o experiencia y que no existan contraindicios convergentes.  

 

Los indicios graves son los que la doctrina denomina indicios de alta 

intensidad probatoria o inequívocos. En este sentido, el profesor 

español Carlos CLIMENT DURAN –quien es el referente de las Salas 

Supremas en cuanto a prueba indiciaria– explica que los indicios de alta 

intensidad probatoria son aquellos que por sí mismos, o en unión de otro 

indicio único u otros pocos, son capaces de probar un determinado 

hecho.21     

 

II.III. La aplicación del principio de proporcionalidad de la pena a 

partir de su reconocimiento normativo (constitucional y legal) para 

la imposición de una pena privativa de la libertad suspendida. 

 

La garantía procesal constitucional de la racionalidad y humanidad de la 

pena funciona como un rechazo por cruel a toda sanción penal que resulte 

brutal en sus consecuencias para el sujeto. 

 

La debida operación y garantía de este principio se dará en base a los 

criterios del test de proporcionalidad y principio de resocialización, los 

cuales se encuentran desarrollados por la Corte Suprema en la Casación 

N.º 508 – 2019 Cañete.22 

 

 
20 Corte Suprema de la República, Sala Penal Transitoria, Recurso de Nulidad N.º 152-2015 Junín de fecha 
21 de febrero de 2017, fundamento jurídico 10. 
21 CLIMENT DURAN, CARLOS. La Prueba Penal, 2ª Edición, Tomo I, Tirant lo Blanch, Valencia 2005, 
pág. 947. 
22 Corte Suprema de la República, Sala Penal Permanente, Casación N.º 508 – 2019 Cañete, sentencia de 
fecha 29 de marzo de 2021. 
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El principio de la proporcionalidad de la pena ha sido reconocido como tal 

por unánime jurisprudencia del Tribunal Constitucional.  Así lo ha hecho 

en la STC del 21 de julio del 2005, expedida en proceso de 

inconstitucionalidad por el “Caso Ley N.º 28568”, Fundamento Jurídico 

4123; en la STC del 09 de agosto del 2006, expedida en proceso de 

inconstitucionalidad por el “Caso de los Decretos Legislativos 921, 922, 

923, 924, 925, 926 y 927”, Fundamento Jurídico 60 a 6224; y en la STC 

del 11 de noviembre del 2011, expedida en proceso de 

inconstitucionalidad por el “Caso Ley N.º 28704”, Fundamento Jurídico 

3525; en el “Caso Decreto Ley N.º 25418”, Fundamento Jurídico 197, el 

Pleno del Tribunal Constitucional estableció que el derecho a la 

proporcionalidad de la pena implica la pena aplicable ante la comisión 

de un delito debe responder a una justa y adecuada proporción con 

la gravedad del hecho.   

 

Señala también el máximo intérprete de la Constitución, Fundamento 

Jurídico 196, que el respeto al principio de proporcionalidad de la pena 

tiene distintos momentos; dentro de los cuales destaca, el momento 

legislativo (la determinación abstracta por parte del Legislador) y el 

momento judicial (la determinación concreta por parte del Juez).    

 

A su vez, el principio de proporcionalidad de la pena ha sido reconocido 

por la legislación ordinaria a través de la Norma VIII del Título Preliminar 

del Código Penal; reconociendo así, que para establecer una dosis de 

pena es necesario hacer una sumatoria entre la gravedad del hecho y el 

grado de culpabilidad; pues no se puede sobrepasar la responsabilidad 

por el hecho. 

 

 
23 PLENO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, proceso de inconstitucionalidad, Exp. N.º 0019-2005-
PI/TC. 
24 PLENO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, proceso de inconstitucionalidad, Exp. N.º 003-2005-
PI/TC. 
25 PLENO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, proceso de inconstitucionalidad, Exp. N.º 0012-2010-
PI/TC.  
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El autor español Antonio GARCIA PABLOS DE MOLINA afirma que el 

principio de proporcionalidad rechaza el establecimiento de marcos 

legales y determinaciones judiciales de pena que carezcan de “relación 

valorativa” con el hecho cometido, apreciado en su “significado global”. 26 

 

La gravedad del hecho se determina considerando dos funciones de la 

pena: la retribución y la prevención general. 27 

 

Finalmente, la escala tríadica es un modelo de tres intensidades; estos 

rangos pueden designarse con las expresiones “leve”, “medio” y “grave”; 

el fundamento de esta regla radica en el hecho de que se pueden 

establecer niveles de afectación al derecho o grados de satisfacción que 

se pueden obtener con la medida adoptada. 

El argumento precedente se ampara en la jurisprudencia de nuestro 

Tribunal Constitucional; pronunciándose en su fundamento 31°: 

 

“(…) resulta relevante contrastar los grados o intensidades de 
afectación en el ámbito del derecho a la ejecución con los 
grados o niveles de satisfacción que se logra en los bienes u 
objetivos constitucionales que persigue la intervención por 
parte de la ley y aplicación en el caso en concreto. Este 
colegiado ha incorporado una escala tríadica para asignar 
dichos valores. En tal sentido hemos establecido que “la 
valoración de las intensidades” puede ser catalogada 
como. Grave, medio o leve, escala que es equivalente a la 
de: elevado medio o debí. Por esta razón, la escala puede 
también ser aplicada para valorar los grados de 
realización (grados de satisfacción) del fin constitucional de 
la restricción”.28 

 

Sin la valoración relevante de este análisis como ya lo ha anunciado 

nuestro tribunal no podrá ser posible realizar un test de proporcionalidad 

eficaz dado que este método de la escala tríadica trabaja en relación y de 

 
26GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, ANTONIO. Derecho Penal Introducción, Universidad Complutense 
de Madrid, Madrid 2000, pág. 238. 
27 Ibidem, págs. 400 a 402.  
28 PLENO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Expediente. N.º 0579-2008-PA/TC, Sentencia de fecha 
5 de junio de 2008, Fundamento 31. 
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cara al test de proporcionalidad. Por ello resulta fundamental realizar un 

análisis en conjunto de estos métodos jurídicos, si de imposición de pena 

se trata. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS Y LAS RESOLUCIONES EMITIDAS.  

 

Habiendo establecido la exigencia de las instituciones jurídicas que invoca 

se presentan como problemáticas no respetadas en las resoluciones 

emitidas; a continuación, las identificaré en función a los sentenciados 

J.D.C.B. y J.P.B.G. 

 

A. En cuanto a la primera problemática: ¿Es posible condenar sin 
desarrollar la aplicación del principio de imputación de recíproca 
para la determinación de la coautoría? 
 
Sostengo que la condena en primera instancia cómo en segunda instancia 

en contra de J.D.C.B. y J.P.B.G. no trabaja de manera correcta la 

exigencia de imputación recíproca para determinar coautoría; toda vez 

que en los argumentos que desarrolla tanto la Sala Penal Superior como 

la Corte Suprema de la República, no construye a nivel fáctico el principio 

antes mencionado. 

Así en el caso de J.D.C.B. en la sentencia de primera instancia de fecha 

17 de septiembre de 2018 sostiene en cuanto al establecimiento de la 

imputación por coautoría lo siguiente: 

 
III.- Del Reconocimiento Del Acusado 
Iniciado el juzgamiento en la fecha y hora señalada con la 
presencia del acusado J.D.C.B., de conformidad con el 
artículo 243° del Código de Procedimientos Penales, se le 
concedió el uso de la palabra al Representante del Ministerio 
Público a fin de que exponga sucintamente los términos de su 
acusación, ratificándose en la pena y reparación civil 
formulada de la acusación escrita; puesto a conocimiento los 
argos formulados, se preguntó al mencionado acusado si 
reconocía su responsabilidad penal y civil en los hechos 
materia de acusación, después que el tribunal le hiciera 
conocer de los alcances de la conclusión anticipada del juicio 
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oral, previsto en el artículo quinto de la ley 2812 así como los 
beneficios en caso de acogerse a la misma, siendo el caso 
que en forma consciente, libre, voluntaria y previa consulta 
con si abogado defensor, el acusado aceptó los cargos 
formulados en su contra, admitiendo su responsabilidad en el 
delito imputado y su compromiso con el pago de la reparación 
civil que corresponda; por su parte la defensa técnica del 
acusado expresó su conformidad con la aceptación de su 
patrocinado, solicitando que se imponga a su defendido una 
pena por debajo de lo solicitado por el Ministerio Público, y 
una reparación civil acorde con su situación económica. 

 
 
No realizando ningún análisis en cuanto la imputación por coautoría dando 

por establecida el hecho y los títulos de imputación sin análisis alguno; es 

más del íntegro de la sentencia no se evidencia mayor análisis 

dogmático que permita establecer condena como coautor de este. 

 

En el caso de J.P.B.G. en la sentencia primera instancia de fecha 17 de 

septiembre de 2018 de inmediato empieza con el análisis probatorio y no 

desarrolla el título de imputación para determinar su rol como sujeto activo 

delito; es más en el fundamento décimo primero si verifica la existencia de 

tipicidad, antijuricidad y culpabilidad tras haber desarrollado el aspecto 

probatorio sin incidir en el análisis a título de imputación. 

 

Asimismo, la sentencia de segunda instancia en cuanto a J.D.C.B: y 

J.P.B.G. contenida en el Recurso de Nulidad N.º 135 – 2019 Lima Sur de 

fecha 01 de julio de 2018 sostiene lo siguiente: 

 

17.2. Lo antes señalado se compensa con las circunstancias 
del hecho. Si bien el acusado no fue quien despojó y lesionó 
a la víctima, actuó el condominio funcional y el arrebato del 
teléfono con empleo de violencia es un acto que no ha sido 
rebatido en juzgamiento, de tal manera que se considere un 
exceso de parte de quien tuvo la función exclusiva de 
arrebatar el bien. Además, resalta el hecho que el acusado 
haya omitido las órdenes para detener el vehículo que 
conducía, y en el que huía con J.D.C.B. 
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Es más, la Corte Suprema de manera errada, más allá de realizar un 

pronunciamiento por encima de lo peticionado en el recurso impugnatorio 

intenta trabajar y suplir el desarrollo sobre el codominio funcional; sin 

embargo, no deja claro porque sostiene que se trataría de un exceso de 

parte de quien tuvo la función exclusiva de arrebatar el bien. 

 

B. En cuanto a la segunda problemática: ¿Existe correcto análisis 
probatorio para determinar grado de certeza en la coautoría de 
J.P.B.G.? 
 

No existe un correcto análisis probatorio en cuanto no se construye, tema 

de prueba, objeto de prueba, valoración individual y global que lleve a 

razonar y alcanzar grado intelectual de certeza para la imputación 

sostenida por fiscalía. 

 

En cuanto a J.D.C.B. en la sentencia de primera instancia de fecha 17 de 

septiembre de 2018 no existe ningún elemento probatorio analizado en 

primera instancia verificándose ausencia de corroboración de lo 

manifestado; entiende y da por establecido lo que manifiesta; sin 

elemento de corroboración alguna. 

 

En cuanto a J.P.B.G. existe incongruencia en cuanto al análisis probatorio 

individual y posteriormente global pues; un ejemplo de ello es que la Sala 

Superior llega a la conclusión de que la agraviada de iniciales K.D.M.N. 

“reiteradamente ha reconocido al intervenido” cuando sólo reconoce a 

J.D.C.B. ello se corrobora del fundamento f y cuarto de la referida 

resolución judicial. 

 

 

F. A folios 23, obra el ata de reconocimiento físico de persona 
realizado por la agraviada K.D.M.N. (…) donde refirió que 
solo pudo ver la cara de uno de los dos sujetos que 
participaron del robo en su agravio, por cuanto llegó a 
forcejear con éste e indicó que al sujeto que conducía el 
vehículo no llegó a verlo. Reconoce plenamente a J.D.C.B. 
como la persona que la golpeó y la despojó de su celular (…) 
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CUARTO: Es así que, al prestar su manifestación policial, que 
corre a folios doce a catorce, la agraviada K.D.M.N., en 
presencia del representante del Ministerio Público, (…) 
refiriendo reiteradamente reconocer al intervenido, quien 
durante las investigaciones fue identificado como 
J.P.B.G., como uno de los autores del robo agravado 
perpetrado en su contra, sosteniendo que éste fue quien 
esperaba en su vehículo (…)reconoce plenamente al acusado 
J.P.B.G., como uno de los autores del robo agravado (…). 
 
 

Asimismo, en el análisis de la declaración del efectivo policial más allá de 

no recordar su participación en la intervención precisó que encontró el 

teléfono en la mano del coacusado J.D.C.B. siendo este un elemento que 

no sirve para establecer co – autoría por imputación recíproca contra 

J.P.B.G. 

 

SEXTO: Asimismo, se tiene la concurrencia en la quinta 
sesión de juicio oral de fecha dos de octubre del presente año 
del efectivo policial G.N.O.P., quien si bien señaló no recordar 
su participación en la intervención policial del presente 
proceso penal (…)  precisando que cuando intervinieron al 
vehículo encontró en la mano del sentenciado J.D.C.B. el 
teléfono celular que le fuera sustraído a la agraviada. 

 

 

Finalmente, establece grado de certeza en la participación, coautoría por 

imputación recíproca en el caso de J.P.B.G. sobre la premisa de que son 

vecinos con su coacusado; estableciendo que por el mero acto de vivir 

con proximidad se puede establecer y corroborar que hubo concertación 

previa para la ejecución del delito; y, descarta que manifestación de 

J.D.C.B. responda a criterios de beneficio pues jamás lo benefició cuando 

en el cálculo de la pena se le impone una por debajo del mínimo legal.   

 

SÉPTIMO: Además se tiene en autos la manifestación policial 
del sentenciado J.D.C.B. (…) donde refirió haber sido el autor 
del despojo del celular de la agraviada y que el acusado no 
habría tenido conocimiento ni participación del ilícito; puesto 
que negó conocerlo. Sin embargo, en la segunda sesión de 
juicio oral de fecha diecisiete de setiembre del presente año, 
al prestar su declaración instructiva, señaló conocer al 
acusado J.P.B.G. quien sería su vecino, precisando haber 
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concertado con el acusado el despojo del celular de la 
agraviada, siendo su participación esperarlo con su vehículo 
para darse a la fuga, versión que resulta creíble puesto que, 
si bien a nivel policial el sentenciado habría referido que el 
acusado no tuvo participación alguna del ilícito instruido (…), 
se tiene que efectivamente ambos coimputados serían 
vecinos y conocidos conforme lo refirió el sentenciado (…). 
 
10.3 (…) debe tenerse en cuenta que el hecho de que el 
referido sentenciado haya manifestado haber participado en 
el hecho delictivo conjuntamente con el sentenciado, en nada 
lo benefició al momento de determinar la pena a imponer al 
mismo (…) 

 

En cuanto a la sentencia de segunda instancia contenida en el Recurso 

de Nulidad N.º 135 – 2019 Lima Sur de fecha 01 de julio de 2018 no realiza 

mayor análisis probatorio en atención que en el recurso escrito no fue 

objeto de pedido; sin embargo, tampoco fue objeto de pedido la reducción 

de pena de J.D.C.B. y aun así fue analizado por responder a criterios 

constitucionales; esto es, en el caso en concreto de proporcionalidad. 

 
C. En cuanto a la tercera problemática: ¿Los jueces de primera y 
segunda instancia realizaron análisis de proporcionalidad para la 
determinación de la pena a imponer? 
 
EL problema que se presenta en este caso y en muchos casos de la 

realidad nacional; es que al momento de imponer condena; se trabaja 

sobre el análisis del delito que pretende sancionar, olvidándonos de que 

la pena responde criterios constitucionales y una interpretación global 

para poder cumplir con su finalidad. 

 

De esta manera sostengo que los jueces de primera y segunda instancia 

no realizaron un correcto análisis del test de proporcionalidad, pues cómo 

lo he desarrollado en líneas precedentes; en el ordenamiento jurídico 

existen casos donde el bien jurídico protegido resulta ser mayor que el de 

patrimonio; por ejemplo, el de indemnidad sexual y la jurisprudencia ha 

establecido sobre criterios constitucionales reducirla hasta por un debajo 

del mínimo a una sanción de 5 años de pena privativa de la libertad 

efectiva; es más, concurriendo responsabilidad penal restringida; en esa 
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línea, no se logra entender cómo en la aplicación de un bien jurídico de 

menos jerarquía como le patrimonio concluye en penas mucho más 

elevadas. 

 

Como vemos en la sentencia de primera instancia de J.D.C.B. fecha 17 

de septiembre de 2018 

 
(…) Estando a las circunstancias de atenuación y condiciones 
personales del agente, no amerita la imposición de la pena 
abstracta, por ser extremadamente severo; además 
considerando la realidad penitenciaria del país, el 
internamiento por un periodo prolongado degeneraría la 
personalidad del acusado, haciéndolo más tendiente a la 
comisión de ilícitos.  
En tal sentido en el presente caso, corresponde la rebaja de 
la pena hasta límites inferiores al mínimo legal. (…) 
 

El análisis de primera instancia que se realiza para J.P.B.G. en la 

sentencia de fecha 17 de septiembre de 2018, reconoce que además de 

la responsabilidad penal restringida, no ha existido peligrosidad de la 

acción, reconoce la prohibición de restricción a la libertad prolongado por 

no satisfacer los cánones desarrollados; sin embargo, al momento de 

imponer la pena concreta, impone una de 9 años, lo que evidentemente 

en un análisis global del ordenamiento jurídico resulta ilógico al momento 

de observar las sanciones penales, castigando al robo agravado con una 

pena superior a la conspiración y el ofrecimiento para el delito de sicariato.  

 

F. Si bien es cierto, para la determinación de la pena el 
juzgador debe respetar los límites del marco legal, como lo 
establece el acotado Acuerdo Plenario, estos no son 
infranqueables, pues en casos como el que nos ocupa en los 
que no ha existido peligrosidad en la acción, considerable 
afectación al patrimonio de la víctima, no amerita la imposición 
de la pena abstracta por ser extremadamente severa e 
innecesaria en el presente caso, de igual manera, debe 
tenerse en cuenta la realidad penitenciaria del país y el 
internamiento por un periodo prolongado 
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2019 Lima Sur de fecha 01 de julio de 2018, se verifica el reconocimiento 

de los parámetros; es más realizando un análisis más allá de lo 

peticionado en el recurso impugnatorio al reducir la pena de J.D.C.B. y en 

cuanto al análisis de J.P.B.G. pese a peticionarse sostiene que se habría 

impuesto de manera correcta. 

 

Decimoquinto. Identificada la pena concreta parcial, 
corresponde aplicar los criterios de bonificación procesal 
(hasta un séptimo). En el presente caso, no se evidencia 
interferencia del acusado o su defensa en el proceso, lo que 
permite beneficiario con el máximo de reducción legal posible, 
hecho que implica reformar la pena impuesta en primera 
instancia. 
Décimo séptimo. Siguiendo las pautas de determinación de 
la pena descritas y realizando un proceso de determinación 
de la pena que observe los principios de legalidad, 
proporcionalidad y culpabilidad, corresponde señalar lo 
siguiente: 
Decimoctavo. Por lo desarrollado, la pena impuesta observa 
los principios fundamentales de la determinación de la pena: 
culpabilidad, reflejada en la disminución de la pena por 
responsabilidad restringida; proporcionalidad, 
reconociéndose la gravedad del delito contra el patrimonio y 
las circunstancias de su ejecución; y, legalidad, al haberse 
impuesto una reducción por debajo del mínimo debido a la 
concurrencia de causales de disminución, reguladas en la 
parte general del Código Penal. 
 

 

Como se ha verificado existe un reconocimiento de los parámetros, pero 

en el análisis concreto; esto es, en el resultado del razonamiento no se 

han respetado los términos que se invocan, pues sostengo que las penas 

en cuanto a su finalidad y análisis global del ordenamiento jurídico no 

responde con un nivel de reproche equilibrado. 
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IV. CONCLUSIONES.  

 

o Tras lo desarrollado, se puede concluir de acuerdo con la doctrina y 

jurisprudencia que para poder establecer la comisión del delito de 

Robo Agravado resulta indispensable hacer una construcción sobre 

los títulos de imputación. 

o En el presente caso no hubo una construcción adecuada sobre la 

coautoría en específico sobre el principio de imputación recíproca. 

o La prueba en materia penal tiene especial relevancia para la 

imposición de una condena, pues deberá revestir de eficacia 

probatoria para alcanzar el nivel de estándar requerido para sancionar 

la comisión de un delito y enervar la presunción de inocencia. 

o No es posible condenar sin haber establecido elementos de 

corroboración de la confesión por sometimiento al procedimiento de 

conclusión anticipada del juicio. 

o No es posible condenar sin haber dado por probado el título de 

imputación coautoría (principio de imputación recíproca) en grado de 

certeza  

o La pena que se impone al ciudadano que comete un delito responde 

a criterios proporcionalidad y a una interpretación global sobre la 

gravedad de las conductas reprochables. 
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